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INFORME No. 126/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 12.304
ECUADOR
19 de octubre de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Jorge E. Aguilar Cabezas
PETICIONARIO:
Jorge E. Aguilar Cabezas
VIOLACIONES ALEGADAS;
Artículos 21, 24 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
12 de julio de 2000
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 22 de febrero 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Jorge E. Aguilar Cabezas (en adelante “el peticionario” y “la presunta víctima”) en la cual se alega la responsabilidad de la Republica Ecuador (en adelante “el Estado”) por retardo injustificado en la ejecución de una sentencia definitiva de la Corte Suprema de Justicia del Ecuador.
2. El peticionario alegó que en los años 1974, 1975 y 1977 suscribió tres contratos de construcción con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (en adelante “IESS”) para edificar 452 viviendas en las urbanizaciones de “La Luz” y “La Delicia”.  Alegó que cuando se encontraba terminando la construcción de las viviendas, el IESS habría dado por terminado los contratos apropiándose de valores, dinero y propiedades del peticionario.
3. Alegó que por los hechos se inició un proceso judicial incumplimiento doloso de contrato, y la devolución de pertenencias y dineros contra el IESS que en primera instancia denegó la indexación prevista en el contrato.  El peticionario alegó que apeló dicha decisión ante la Corte Suprema de Justicia, la cual confirmó la sentencia de primera instancia el 10 de enero de 1995 añadiendo el pago de la devaluación monetaria.  Alegó que el Presidente de la Corte Suprema de Justicia inició la ejecución de dicha sentencia al designar perito para que calcule el monto de la liquidación ordenada a ser pagada, y éste emitió su peritaje el 14 de mayo de 1995, pero que dicho pago no fue ejecutado en vista de la destitución del Presidente de la Corte Suprema.  Alegó que posteriormente el nuevo Presidente de la Corte Suprema ordenó otro peritaje para determinar nuevamente dicho monto.  Dicho peritaje habría sido entregado, el 4 de octubre de 1998, a la Corte Suprema de Justicia para que, en su caso, lo apruebe y dicte mandamiento de ejecución de sentencia, lo cual nunca habría sucedido. 
4. El peticionario alegó que en consecuencia, el Estado era responsable por la violación de los derechos a la propiedad privada, igualdad ante la ley, protección judicial protegidos en los artículos 21, 24 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

5. En respuesta al reclamo del peticionario, el Estado alegó que la petición excede el plazo de los seis meses establecido en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana por lo que resulta extemporánea.  Al respecto, alegó que el trámite de la petición se inició el 12 de julio de 2000 y que la sentencia definitiva habría sido dictada el 5 de enero de 1995.
6. Finalmente, el Estado alegó que el peticionario no habría expuesto con claridad los derechos que el Estado habría conculcado de conformidad al artículo 47(1)(b). 
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. El 22 de febrero del 2000 la Comisión recibió la petición inicial, la registró bajo el número 12.304 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 12 de julio de 2000 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus observaciones.  
8. El 27 de marzo de 2001 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El 11 de abril de 2001 el peticionario presentó su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  
9. El 31 de agosto de 2001 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El 12 de octubre de 2001 el peticionario presentó su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.
10. El 5 de agosto de 2005 la Comisión reiteró al Estado su solicitud de información.  El 11 de noviembre de 2005 el Estado presentó su respuesta la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones. El 2 de diciembre de 2005  El 26 de julio de 2010 la Comisión solicitó al peticionario información actualizada sobre si subsisten los motivos del reclamo y le indicó que de no recibirse tal información dentro del plazo de un mes la CIDH podría archivar el expediente de la petición conforme al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana y al artículo 42 de su Reglamento.  El peticionario no presentó la información solicitada.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

11. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
12. En la presente petición el peticionario alegó que el Estado es responsable por la demora en la ejecución de una sentencia definitiva, lo que contraviene sus derechos establecidos en los artículos 21, 24 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1(1).  Por su parte, el Estado alegó que el peticionario  habrían excedido los plazos para la presentación de la petición de conformidad con el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana, y que no habría establecido los derechos de la Convención Americana que habrían sido violados por el Estado.
13. En el presente trámite el peticionario no respondió a la solicitud de información de la CIDH del 2 de diciembre de 2005.  El peticionario tampoco respondió a la solicitud de información actualizada enviada por la CIDH el 26 de julio de 2010.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
